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	Extracto 

	  Estima el Tribunal que en observancia al principio de la legitimidad de los actos administrativos y ante la ausencia de prueba en contrario, se debe mantener la base imponible establecida por la Administración Tributaria, en el sello de valor de fecha 27 de abril de 2000, lo mismo que el cálculo del impuesto y sus recargos previstos por la ley, para los casos de pago tardío de la obligación tributaria. Resulta incuestionable que para efectos del computo del plazo de la prescripción, el mismo debe iniciarse desde el momento en que la Administración Tributaria tiene conocimiento del acaecimiento del hecho generador de la obligación tributaria, es decir desde el momento en que le presentan el documento de traspaso para la determinación del respectivo impuesto, y no desde la fecha misma de la transferencia del dominio, como lo pretende el contribuyente. El término fatal de la prescripción se inicia el 1 de Enero del 2001 y concluiría el 31 de diciembre del 2003, de tal manera que si el interesado presenta su solicitud de prescripción, el día 13 de mayo del 2000, el plazo de la prescripción, ni siquiera se ha iniciado.  Este Tribunal, ha establecido que las cancelaciones de impuestos a que se contraen las presentes diligencias, fuera del término establecido al efecto para su cancelación conlleva recargos por multa a que se refiere la Ley 7088, más los intereses establecidos en el artículo 57 del Código Tributario, no así las otras multas y recargos a que se refiere los artículos 40 y 80 del Código Tributario. 


	


No. 316-2002. SALA PRIMERA. TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO.  San José, a las ocho horas del trece de agosto del dos mil dos.
Conoce este Tribunal del recurso de apelación interpuesto por [...],  cédula [...], contra la resolución No. AU-01-TV-0701-1 dictada por la Dirección General de Tributación a las doce  horas veinticuatro minutos del dieciocho de junio del año dos mil uno. 
RESUNTANDO: 
1)  Que la Dirección General de Tributación declaró sin lugar la gestión interpuesta por la recurrente, contra el cobro de recargos de ley, en el contrato jurídico mediante el cual se traspasaron los vehículos placas [...] y [...].  Para el vehículo placas [...], se le imputa el cobro de recargos de ley, por la suma ¢ 49.066.00 -por multas la suma de ¢ 37.250.00, e intereses por ¢ 11.816.00- , en cuanto al vehículo placas [...] la suma de ¢ 231.893.00, -por multas la suma de ¢ 176.050.00 e intereses por ¢ 55.843.00. 
2)  Estimó en lo que interesa aquella Dirección:  “...En relación con la petitoria de liberación de multas e intereses al cálculo del impuesto a la transferencia de vehículos automotores aeronaves y embarcaciones usadas, de los vehículos placas [...] y [...], se le hace saber que en materia tributaria, la ley específica prevalece, por lo que en primer término, la normativa aplicable al caso debe regirse por el artículo 13 de la ley 7088, de 30 de noviembre de 1987. Al respecto, el literal “e” de esta ley, reformado por el artículo 8 de la Ley de Transito por Vías Terrestres, del 22 de abril de 1995, establece que la persona que no presente para su inscripción la transferencia de un vehículo al Registro Público de la Propiedad de Bienes Muebles, en el lapso de 30 días hábiles después de efectuado el traspaso, será sancionado con una multa del 10% mensual por cada mes de atraso, la cual se deberá aplicar sobre el monto del impuesto que debió pagarse, aunque el total no podrá exceder de ese monto. Además, los artículos 40 y 80 bis del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, establecen intereses y mora por esas deudas, y se calcularán a partir de la fecha en que los tributos debieron pagarse, según las leyes respectivas, en este caso 30 días hábiles después de la fecha de otorgamiento. El traspaso otorgado ante el notario [...], se dio a las 17:00 horas del 29 de noviembre de 1999, fecha en que se dio el hecho generador de la obligación tributaria, por lo que el término otorgado por la ley específica, para pagar el referido tributo venció el 10 de enero de 2000. La normativa que señala para fundamentar su reclamo, se basa en el artículo 12 inciso a) del Reglamento de Organización del Registro Público de la Propiedad Mueble, número 26883 J, de fecha 20 de abril de 1998, establece la obligación de pago de los tributos mencionados, así como los derechos de inscripción, es decir, su cancelación es independiente de la situación en que se encuentren los documentos para inscribir. Además, estos impuestos son autoliquidables, según lo establece el artículo 1 de la resolución 6-98, de la Dirección General de Tributación Directa, publicada A La Gaceta No. 45 de 6 de marzo de 1998. Por lo anterior, no lleva razón el argumento indicado, de que el lapso entre la presentación al Diario en el Registro Público (24 de mayo de 2000) y la fecha de inscripción en el Registro de la Propiedad Inmueble, operada el 9 de marzo de 2001, fue la causa que generó los recargos que se le cobran. En virtud de lo anterior, se declara sin lugar la gestión interpuesta por la gestionante, contra el cobro de recargos de ley, en el contrato jurídico número 87, otorgado ante el notario [...], ya que el pago efectuado fuera de término, generó tal obligación, por lo que procede el cobro, en cuanto al vehículo placas [...] por multas la suma de ¢ 37.250,00, por intereses ¢ 11.816.00 para un importe total de ¢ 49.066.00, en cuanto al vehículo placas [...] por multas la suma de ¢ 176.050.00, por intereses ¢ 55.843.00, para un importe total de ¢ 231.893.00. ...” (folios 57 y 58) 

3)  Que inconforme con lo resuelto la interesada, interpuso formal y oportunamente recurso de revocatoria con apelación en subsidio para ante este Tribunal. (folios 65 a 74) 
4) Que mediante resolución No. AU-01-TV-0146-2, la Dirección General de Tributación, admitió para ante este Tribunal la apelación interpuesta y emplazó a la recurrente para que se apersonara en autos en defensa de sus derechos. (folios 77 a 85) 
6)  Que en los procedimientos se han observado las prescripciones de ley, y 
CONSIDERANDO: 
I.- El Tribunal acoge los hechos y consideraciones legales, en que se funda la resolución recurrida, por ser justa consecuencia del mérito de los autos, y aplicación correcta del artículo 51 del Código Tributario que regula lo relativo al instituto de la prescripción tributaria. Este Tribunal en casos similares al presente se ha pronunciado en los siguiente términos:  “...TERCERO: HECHO GENERADOR EN EL IMPUESTO SOBRE LA TRANSFERENCIA DE BIENES INMUEBLES:  De conformidad con lo dispuesto en los artículos 1.4 y 7 de la Ley del IMPUESTO SOBRE EL TRASPASO DE BIENES INUMELES, Artículo 9 de la Ley No. 6999 del 3 de setiembre de 1985 y sus reformas, el Hecho Generador de la obligación tributaria del referido Impuesto, se da con la transferencia de la propiedad inmueble a cualquier título y se perfecciona en la hora y fecha del otorgamiento de la escritura pública, donde se asienta el negocio jurídico de traslación de dominio. Asimismo, se establece que la base imponible sobre la cuál deberá cancelarse el tributo será el valor que consignen las partes en el referido documento, o el que tuviere registrado la Administración Tributaria, el que fuere mayor. En el caso de autos el nacimiento de la obligación tributaria, se dio el día 9 de agosto de 1994, y las partes estimaron la donación del inmueble en la suma de dos mil colones. En tal sentido lleva razón el recurrente, en el tanto, que la base imponible sobre la cuál debe determinarse la obligación tributaria a su cargo, lo es, la que existía al momento en que surgió el hecho generador, que como queda dicho, fue el día 9 DE AGOSTO DE 1994; no obstante lo anterior, el contribuyente no logra demostrar ante estos estrados, cuál es la base de imposición que se debe tomar en cuenta para el cálculo del tributo, ya que únicamente se limita a manifestar que el contrato data del 9 de agosto de 1994, “momento en el bien donado tenía un valor mucho menor al que tiene en el momento en que la oficina efectúa los cálculos...”, sin aportar prueba alguna que de sustento a su afirmación. En esas condiciones, estima el Tribunal que en observancia al principio de la legitimidad de los actos administrativos y ante la ausencia de prueba en contrario, se debe mantener la base imponible establecida por la Administración Tributaria, en el sello de valor de fecha 27 de abril de 2000, lo mismo que el cálculo del impuesto y sus recargos previstos por la ley, para los casos de pago tardío de la obligación tributaria . 

CUARTO:  PRESCRIPCIÓN DE OBLIGACIÓN TRIBUTARIA EN EL IMPUESTO SOBRE LA TRANSFERENCIA.  El artículo 12 de la Ley creado del Impuesto de marras, al regular el pago del Tributo, dispone que “luego de consignado en el documento respectivo el valor sobre el cuál deberá calcularse el impuesto, (sello de valor) la Administración Tributaria confeccionará el entero conforme con la tarifa indicado en el artículo 8”, en otras palabras, estima el Tribunal que para la inscripción del documento del traspaso, deben de seguirse todas las disposiciones legales y reglamentarias, establecidas para la inscripción del documento en el Registro Público de la Propiedad, donde uno de estos requisitos, es satisfacer el Impuesto sobre la Transferencia, tal y como fue echado de menos por parte del registrador el Registro Público, en su minuta de defectos al documento presentado a dicho Registro. Para satisfacer este requisito, el Impuesto deberá cancelarse previa determinación de la base imponible por parte de la Dirección General de Tributación, por medio del sello de valor que consigne en el documento de traspaso que le presenten las partes, de tal forma, para que el adquirente liquide y cancele el impuesto respectivo, debe solicitar a la oficina encargada de la Administración Tributaria, le estampe en el documento la base de imposición, así como el impuesto y recargos correspondientes, y su fecha de vencimiento, tal hecho en el caso de marras se dio, hasta el 27 de abril del año 2000, cuando la sección de Impuesto de Bienes Muebles e Inmuebles estampó el sello de valor respectivo, con fecha de vencimiento el día 9 de mayo del 2000, consignando una base gravable de ¢ 3.156.073, según se desprende de1 documento visible a folio 52. Estando definida la fecha en que la Administración Tributaria, conoció la existencia del hecho jurídico, generador de una obligación tributaria, surge el terna de la prescripción del derecho a cobrar el Tributo por parte del ente recaudador. Al respecto, dispone el artículo 51 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, (Vigente en el período fiscal 94), que “la  acción de la Administración tributaria para determinar la obligación prescribe a los tres años. Igual término rige a los efectos de exigir el pago del Tributo y sus intereses”. Al respecto efectivamente existen criterios jurisprudenciales reiterados de nuestros Tribunales de lo Contencioso Administrativo, en el sentido que “de acuerdo con el artículo 115 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios (hoy artículo 120), la liquidación o determinación del tributo tiene efectos declarativos.  Sin embargo, se ha dispuesto que si la Administración Tributaria no puede intervenir porque desconoce la existencia del hecho generador o bien su nacimiento en virtud de que el instrumento en que tal hecho consta, le ha sido presentado tardíamente, el aplicable es el artículo siguiente -116- (hoy 121), no obstante las regulaciones que contiene la Ley de Traspaso de Bienes inmuebles...Aplicado lo expuesto a tenor de las disposiciones citadas cuando la demanda fue establecida en estrados judiciales el término de la prescripción hubiera sido rebasado con holgura, no obstante, como se expresó supra, la presentación tardía de la documentación no puede en perjuicio del Estado, ya que sería sencillo su atraso a los efectos  de evadir la ley. El punto de partida, para el instituto a la prescripción se inicia, el día siguiente de aquel en aquel en que la Administración tiene conocimiento del hecho qenerador del impuesto.” (No 166-91 SECCION SEGUNDA. TRIBUNAL SUPERIOR CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, San José a las nueve horas del veintitrés de abril de mil novecientos noventa y uno, en el mismo sentido No, 841-90 de veintisiete de noviembre de mil novecientos noventa y No. 11-91 de cinco de Febrero de mil novecientos noventa y uno).  Por lo expuesto, resulta incuestionable que para efectos del computo del plazo de la prescripción, el mismo debe iniciarse desde el momento en que la Administración Tributaria tiene conocimiento del acaecimiento del hecho generador de la obligación tributaria, es decir desde el momento en que le presentan el documento de traspaso para la determinación del respectivo impuesto, y no desde la fecha misma de la transferencia del dominio, como lo pretende el contribuyente.  En el caso de examen, estando demostrado que la Administración Tributaria, tuvo conocimiento del nacimiento de la obligación tributaria, el día 27 de abril del 2000, cuando le presentaron para la respectiva determinación el documento de traspaso, conforme lo dispuesto en el artículo 52 del Código Tributario, el término fatal de la prescripción se inicia el 1 de Enero del 2001 y concluiría el 31 de diciembre del 2003, de tal manera que si el interesado presenta su solicitud de prescripción, el día 13 de mayo del 2000, el plazo de la prescripción, ni siquiera se ha iniciado, por lo que la resolución venida en alzada, declarando sin lugar la excepción, de prescripción formulada, se encuentra ajustada a derecho y al mérito de les autos, por lo que merece su confirmatoria en todos sus extremos....” (Resolución No. 250-2001 de las 9:00 horas del 14 de setiembre del 2001).-  De acuerdo con lo anterior se impone en consecuencia, confirmar la resolución recurrida que denegó la prescripción interpuesta. 
II.- FONDO DEL ASUNTO:  Este Tribunal, de acuerdo con jurisprudencia establecida al efecto por los órganos jurisdiccionales, (Sentencias 1701 y 21-2001 de 15 y 19 de enero del 2001 dictadas por el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Segundo Circuito Judicial de San José), en casos como el presente, ha establecido que las cancelaciones de impuestos a que se contraen las presentes diligencias, fuera del término establecido al efecto para su cancelación conlleva recargos por multa a que se refiere la Ley 7088 de un 10% mensual más los intereses establecidos en el artículo 57 del Código Tributario, no así las otras multas y recargos a que se refiere los artículos 40 y 80 del Código Tributario por contravenir el principio de non bis in idem por lo que si en el caso de autos en la liquidación practicada se ha calculado el recargo del 1% mensual a que se refiere el artículo 80 citado, dicho cobro es improcedente y debe revocarse, lo cual no se ha podido determinar concretamente, habida cuenta de que las multas se encuentran calculadas en forma global, en todo lo demás la determinación se encuentra ajustada a derecho y debe confirmarse. 
POR TANTO 
Se confirma la resolución recurrida en cuanto deniega la prescripción solicitada y en cuanto al fondo del asunto y en relación con las multas y recargos lo procedente es el cobro de las establecidas únicamente en la Ley 7088 y no adicionalmente la multa estipulada en el artículo 80 del Código Tributario, por lo que si se han incluido las mismas en la liquidación practicada, la misma debe ser revocada en ese aspecto.  En relación con los intereses el cobro de los mismos es igualmente procedente.  Comuníquese. 
  
  
  

